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Real Decreto Legislativo 4/2000, de 23 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado. 

CAPÍTULO I Disposiciones generales 

Artículo 1. Régimen especial de la Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado. 

El Régimen especial de la Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado se rige por lo dispuesto en la 
presente Ley y en sus normas de aplicación y desarrollo, así como por la legislación de Clases Pasivas del Estado. 

Artículo 2. Mecanismos de cobertura. 

1. Este Régimen especial queda integrado por los siguientes mecanismos de cobertura: 

a) El Régimen de Clases Pasivas del Estado, de acuerdo con sus normas específicas. 

b) El Régimen del Mutualismo Administrativo que se regula en la presente Ley. 

2. No obstante lo anterior, los funcionarios de carrera de la Administración Civil del Estado que hayan ingresado 
a partir del 1 de enero de 2011, quedarán integrados en el Régimen General de la Seguridad Social a los 
exclusivos efectos de pensiones, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 20 del Real Decreto-
ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la 
inversión y la creación de empleo. 

Artículo 3. Campo de aplicación. 

1. Quedan obligatoriamente incluidos en el campo de aplicación de este Régimen especial: 

a) Los funcionarios de carrera de la Administración Civil del Estado. 
b) Los funcionarios en prácticas que aspiren a incorporarse a Cuerpos de la Administración Civil del Estado, 

en la forma que reglamentariamente se determine. 

2. Quedan excluidos de este Régimen especial y se regirán por sus normas específicas: 

a) Los funcionarios de la Administración Local. 
b) Los funcionarios de organismos autónomos. 
c) Los funcionarios de Administración Militar. 
d) Los funcionarios de la Administración de Justicia. 
e) Los funcionarios de la Administración de la Seguridad Social. 
f) Los funcionarios de nuevo ingreso y en prácticas de las Comunidades Autónomas. 
g) Los funcionarios de carrera de la Administración Civil del Estado transferidos a las Comunidades 

Autónomas, que hayan ingresado o ingresen voluntariamente en Cuerpos o Escalas propios de la 
Comunidad Autónoma de destino, cualquiera que sea el sistema de acceso. 

h) El personal de administración y servicios propio de las universidades. 

CAPÍTULO II Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado 

Artículo 4. Competencia y adscripción. 

1. El sistema de mutualismo administrativo, al que se refiere esta Ley, se gestionará y prestará a través de la 
Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE), dependiente del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública. 

2. Dicha gestión se llevará a cabo de forma unitaria por la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, 
sin perjuicio de las obligaciones que corresponden a las Comunidades Autónomas respecto a los funcionarios 
civiles del Estado transferidos y adscritos a su servicio. 

Artículo 5. Naturaleza y régimen jurídico. 

1. La Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado es un organismo público con personalidad jurídica 
pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios y autonomía de gestión, y se regirá por las previsiones de 
la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, 
relativas a los organismos autónomos, salvo lo dispuesto en el apartado 2 siguiente. 
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2. El régimen económico-financiero, patrimonial, presupuestario, contable y el de intervención y control 
financiero de las prestaciones, así como el régimen de los conciertos para la prestación de los servicios de 
asistencia sanitaria y farmacéutica, será el establecido por esta Ley y sus normas de desarrollo; por la Ley General 
Presupuestaria, en las materias que sea de aplicación, y, supletoriamente, por la Ley de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado. 

CAPÍTULO III Incorporación y cotización 

Sección 1.ª Incorporación 

Artículo 7. Afiliación y altas. 

1. Los funcionarios de carrera de la Administración Civil del Estado se incorporarán obligatoriamente, como 
mutualistas, a la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, en el momento de la toma de posesión 
de su cargo, cuando adquieran la condición de funcionario, o sean rehabilitados en dicha condición, o reingresen 
al servicio activo y conservarán la condición de mutualista, con los mismos derechos y obligaciones que en la 
situación de servicio activo, cuando pasen a alguna de las siguientes situaciones: 

a) Servicios especiales, salvo lo dispuesto en el párrafo c) del apartado 1 y en el apartado 3 del artículo 8. 
b) Servicios en Comunidades Autónomas. 
c) Expectativa de destino. 
d) Excedencia forzosa. 
e) Excedencia por el cuidado de familiares. 
f) Suspensión provisional o firme de funciones. 

2. Igualmente conservarán la condición de mutualista, en los términos y condiciones señalados por el Reglamento 
General del Mutualismo Administrativo, los funcionarios cuando sean declarados jubilados de carácter forzoso 
por edad, de carácter voluntario o por incapacidad permanente para el servicio. 

3. Los funcionarios de carrera de la Administración Civil del Estado que accedan por promoción interna  a 
Escalas interdepartamentales o departamentales de Organismos Autónomos, quedarán incluidos 
obligatoriamente en el Régimen General de la Seguridad Social, sin perjuicio de que puedan mantener la 
condición de mutualistas, de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado. 

Los funcionarios de carrera de la Administración Civil del Estado, transferidos a las Comunidades Autónomas, 
que accedan por promoción interna a Cuerpos o Escalas propios de la Comunidad Autónoma de destino, y sin 
perjuicio de su situación de excedencia voluntaria en el Cuerpo de la Administración Civil del Estado, quedarán 
incluidos obligatoriamente en el Régimen General de la Seguridad Social, sin perjuicio de que puedan mantener 
la condición de mutualistas de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado. 

En el caso de que deseen mantener su condición de mutualistas, deberán ejercitar esta opción, por una sola vez, 
en el plazo de quince días desde la toma de posesión en el nuevo Cuerpo o Escala. 

El mantenimiento de dichos funcionarios en el Mutualismo Administrativo no comportará, en ningún caso, su 
inclusión en el Régimen de Clases Pasivas del Estado, a efectos de derechos pasivos. 

Artículo 8. Baja, mantenimiento facultativo y suspensión de la situación de alta. 

1. Causan baja como mutualistas obligatorios: 

a) Los funcionarios que pasen a la situación de excedencia voluntaria, en cualquiera de sus modalidades, 
salvo que ejerciten la opción de mantener la condición de mutualistas, en los supuestos establecidos en 
el apartado 3 del artículo 7. 

b) Los funcionarios que pierdan tal condición, cualquiera que sea la causa. 
c) Los funcionarios que ejerciten el derecho de transferencia establecido en el artículo 11.2 del anexo VIII 

del Estatuto de los Funcionarios de las Comunidades Europeas, aprobado por el Reglamento 259/1968, 
del Consejo, de 29 de febrero. 

d) Los funcionarios que sean afiliados obligatoriamente al Régimen especial de la Seguridad Social de las 
Fuerzas Armadas, en aplicación de la disposición transitoria decimocuarta de la Ley 17/1999, de 18 de 
mayo, de Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas, en tanto persista la causa que dio origen a esta 
afiliación. 
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2. Podrán mantener facultativamente la situación de alta como mutualistas voluntarios, con igualdad de 
derechos, los funcionarios a que se refieren los párrafos a), b) y c) del apartado 1 de este artículo, siempre que 
abonen exclusivamente a su cargo las cuotas correspondientes al funcionario y al Estado. 

El ejercicio de este derecho de opción se ajustará, en cuanto a la forma, plazos y procedimiento, a las normas 
que se establezcan reglamentariamente. 

3. Podrán optar por suspender el alta en la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, y cesar en 
sus derechos y obligaciones respecto a la misma, los funcionarios incluidos en este Régimen especial, que se 
encuentren en la situación de servicios especiales por prestar servicios como personal de la administración de 
la Unión Europea o de otra organización internacional en la que España sea parte y que estén acogidos 
obligatoriamente al régimen de previsión de la mencionada organización, mientras dure dicha situación, y 
siempre que no estén incluidos en el supuesto contemplado en el párrafo c) del apartado 1 de este artículo. 

Sección 2.ª Cotización 

Artículo 10. Régimen de cotización de los mutualistas. 

1. La cotización a la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado será obligatoria para todos los 
mutualistas, con excepción de los mutualistas jubilados y de quienes se encuentren en la situación de excedencia 
voluntaria para atender al cuidado de hijos o familiares. 

2. La base de cotización será la que anualmente se establezca como haber regulador en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado. 

3. El tipo porcentual de cotización será fijado en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para cada ejercicio 
económico. 

4. La cuota mensual de cotización se obtendrá dividiendo por catorce la cantidad resultante de aplicar a la base 
de cotización anual, reducida en su caso, el tipo porcentual establecido y se abonará doblemente en los meses 
de junio y diciembre. 

No obstante, la cotización correspondiente a las pagas extraordinarias se reducirá, cualquiera que sea la fecha 
de su devengo, en la misma proporción en que se minore dicha paga como consecuencia de abonarse la misma 
en cuantía proporcional al tiempo en que se haya permanecido en situación de servicio activo. 

Las cuotas correspondientes a los períodos de tiempo en que se disfruten licencias sin derecho a retribución no 
experimentarán reducción en su cuantía. 

5. El régimen de cotización de los mutualistas, que mantengan facultativamente su situación de alta, será el 
dispuesto en el apartado 2 del artículo 8. 

6. La obligación de pago de las cotizaciones a la Mutualidad prescribirá a los cuatro años a contar desde la fecha 
en que preceptivamente debieron ser ingresadas. La prescripción quedará interrumpida por las causas ordinarias 
y, en todo caso, por cualquier actuación administrativa realizada con conocimiento formal del obligado al pago 
de la cotización conducente a la liquidación o recaudación de la deuda y, especialmente, por el requerimiento al 
deudor. 

7. Los mutualistas obligados a cotizar tendrán derecho a la devolución total o parcial de las cuotas o al exceso de 
las mismas, ingresadas indebidamente. El plazo para ejercitar este derecho será de cuatro años a partir de la 
fecha en que se hubiesen hecho efectivas. Formarán parte de la cotización a devolver los recargos, intereses y 
costas que se hubieren satisfecho cuando el ingreso indebido se hubiere realizado por vía de apremio, así como 
el interés legal aplicado, en su caso, a las cantidades ingresadas. 
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CAPÍTULO IV Contingencias y prestaciones en general 

Artículo 11. Contingencias protegidas. 

Los mutualistas y, en su caso, los familiares o asimilados a su cargo quedan concretamente protegidos, de 
acuerdo con lo previsto en esta Ley, en las siguientes contingencias: 

a) Necesidad de asistencia sanitaria. 
b) Incapacidad temporal, derivada bien de enfermedad común o profesional, bien de accidente común o 

en acto de servicio o como consecuencia de él. 
c) Incapacidad permanente en los mismos supuestos del apartado anterior. 
d) Cargas familiares. 

Artículo 12. Prestaciones. 

1. Las prestaciones a que tienen derecho los mutualistas o sus beneficiarios, cuando se encuentren en los 
supuestos de hecho legalmente establecidos, serán las siguientes: 

a) Asistencia sanitaria. 
b) Subsidios por incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo o riesgo durante la lactancia natural. 
c) Prestaciones recuperadoras por incapacidad permanente total, absoluta y gran invalidez. 
d) Prestaciones para la remuneración de la persona encargada de la asistencia del gran inválido. 
e) Indemnizaciones por lesiones, mutilaciones o deformidades causadas por enfermedad profesional o en 

acto de servicio o como consecuencia de él. 
f) Servicios sociales. 
g) Asistencia social. 
h) Prestaciones familiares por hijo a cargo minusválido. 
i) Ayudas económicas en los casos de parto múltiple. 

2. Las prestaciones citadas en el apartado anterior que, una vez reconocidas exijan un pago económico al 
mutualista o a sus beneficiarios, serán abonadas únicamente en la cuenta corriente o libreta ordinaria abierta a 
su nombre. 

3. Respecto de las prestaciones de MUFACE, que exijan un pago periódico o vitalicio al mutualista o sus 
beneficiarios y que hayan sido reconocidas o solicitadas antes de 1 de enero de 2011, los habilitados de Clases 
Pasivas estarán obligados a abonar a su mandante, ya sea mediante transferencia bancaria o mediante cheque 
el importe íntegro de la prestación que le haya sido pagado por MUFACE, sin practicar deducción alguna. Las 
comisiones, gastos de gestión, o impuestos derivados del ejercicio de la actividad profesional que repercuta en 
su cliente deberán cobrarlos de forma separada. 

CAPÍTULO V Prestaciones en particular 

Sección 1.ª Asistencia sanitaria 

Artículo 13. Objeto. 

1. La asistencia sanitaria tiene por objeto la prestación de los servicios médicos, quirúrgicos y farmacéuticos 
conducentes a conservar o restablecer la salud de los beneficiarios de este Régimen especial, así como su aptitud 
para el trabajo. 

2. Proporcionará también los servicios convenientes para completar las prestaciones médicas y farmacéuticas y, 
de un modo especial, atenderá a la rehabilitación física para la recuperación profesional de los incapacitados con 
derecho a ella. 

Artículo 14. Contingencias protegidas. 

Las contingencias cubiertas por la prestación de la asistencia sanitaria son las de enfermedad común o 
profesional y las lesiones ocasionadas por accidente común o en acto de servicio o como consecuencia de él, sea 
por accidente o riesgo específico del cargo, así como el embarazo, el parto y el puerperio, en la extensión y 
términos que en esta Ley se establecen y en los que se determinen en el Reglamento General del Mutualismo 
Administrativo. 
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Artículo 15. Beneficiarios de asistencia sanitaria. 

1. La asistencia sanitaria se dispensará a todos los mutualistas incluidos en el ámbito de aplicación de este 
Régimen especial y jubilados mutualistas, así como a los beneficiarios de ambos. 

2. Para la determinación de la condición de beneficiario a cargo de un mutualista de este Régimen, se estará a lo 
dispuesto en el Reglamento General del Mutualismo Administrativo que, asimismo, establecerá los supuestos y 
condiciones en que se dispensará la asistencia sanitaria tanto a los viudos como a los huérfanos de mutualistas 
activos o jubilados. 

El reconocimiento o mantenimiento por MUFACE de la condición de beneficiario a cargo de un mutualista será 
incompatible con la condición de asegurado o beneficiario a efectos de la asistencia sanitaria a través del Sistema 
Nacional de Salud, reconocida por cualquiera de los otros organismos públicos competentes a tal efecto. 

3. En ningún caso, MUFACE facilitará a su cargo la prestación de asistencia sanitaria a los familiares o asimilados 
de los mutualistas cuando aquéllos no tengan reconocida la condición de beneficiarios del mutualismo 
administrativo, salvo en el caso del recién nacido cuando la madre sea mutualista o beneficiaria y en los 
supuestos de adopción o acogimiento, durante los primeros quince días desde el momento del parto, desde la 
decisión administrativa o judicial de acogimiento o desde la resolución judicial por la que se constituya la 
adopción. 

Artículo 16. Contenido de la asistencia sanitaria. 

La prestación de asistencia sanitaria comprende: 

a) Los servicios de atención primaria, incluida la atención primaria de urgencia en régimen ambulatorio o 
a domicilio, y la atención especializada, ya sea en régimen ambulatorio u hospitalario e incluidos los 
servicios de urgencia hospitalaria, todos ellos con un contenido análogo al establecido para los 
beneficiarios del Sistema Nacional de Salud. 

b) La prestación farmacéutica, que incluye las fórmulas magistrales, las especialidades y los efectos y 
accesorios farmacéuticos, con la extensión determinada para los beneficiarios del Sistema Nacional de 
Salud. Los beneficiarios participarán mediante el pago de una cantidad porcentual por receta o, en su 
caso, por medicamento, que se determinará reglamentariamente. 

El modelo receta oficial será el establecido por la Mutualidad, con sujeción a lo previsto en la normativa 
vigente, y podrá emitirse en soporte papel y en soporte electrónico. 

c) Las prestaciones complementarias, cuya definición, extensión y contenido se determinarán 
reglamentariamente. 

Artículo 17. Forma de la prestación. 

1. La asistencia sanitaria se facilitará por la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, bien 
directamente o por concierto con otras entidades o establecimientos públicos o privados. Estos conciertos se 
establecerán preferentemente con instituciones de la Seguridad Social. 

2. La Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado no abonará los gastos que puedan ocasionarse 
cuando el beneficiario, por decisión propia o de sus familiares, utilice servicios médicos distintos de los que le 
hayan sido asignados, a no ser en los casos que se establezcan en el Reglamento General del Mutualismo 
Administrativo. 

Sección 2.ª Incapacidad temporal 

Artículo 18. Contingencias protegidas. 

1. Tendrán la consideración de estados o situaciones determinantes de la incapacidad temporal los de 
enfermedad, accidente y los denominados períodos de observación en caso de enfermedad profesional. 

2. Los permisos o licencias por parto, adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como permanente o simple, y 
de paternidad por el nacimiento, acogimiento o adopción de un hijo, establecidos en el artículo 49 de la Ley 
7/2007, del Estatuto Básico del Empleado Público, no tendrán la consideración de incapacidad temporal. Si al 
término del permiso por parto continuase la imposibilidad de incorporarse al trabajo, se iniciarán las licencias 
que dan lugar a la incapacidad temporal. 
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Artículo 19. Situación de incapacidad temporal. 

1. Se encontrarán en situación de incapacidad temporal los funcionarios que acrediten padecer un proceso 
patológico por enfermedad o lesión por accidente que les impida con carácter temporal el normal desempeño 
de sus funciones públicas o que se encuentren en período de observación médica por enfermedad profesional, 
siempre y cuando reciban la asistencia sanitaria necesaria para su recuperación facilitada por la Mutualidad 
General de Funcionarios Civiles del Estado y hayan obtenido licencia por enfermedad. 

Asimismo, se encontrarán en situación de incapacidad temporal las funcionarias que se encuentren en las 
situaciones especiales de incapacidad temporal por contingencias comunes a que se refiere el artículo 169.1.a), 
párrafos segundo y tercero, del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en los términos de los artículos 144, 172 y 173 de la misma norma. 

2. Reglamentariamente se determinará la acreditación del proceso patológico o del periodo de observación 
médica y la improcedencia de instar la iniciación del procedimiento de jubilación por incapacidad permanente 
para el servicio. 

3. La concesión de las licencias y sus posibles prórrogas a los que tendrán derecho los funcionarios que se 
encuadren en la situación establecida en el apartado 1 corresponderá a los órganos administrativos con 
competencia en materias de gestión de personal. 

Para la concesión y control de estas licencias los órganos administrativos con competencia en materias de gestión 
de personal podrán hacer uso del asesoramiento facultativo propio o ajeno que consideren oportuno. 

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado 
podrá ejercer el control y seguimiento de la situación de incapacidad temporal del funcionario desde el inicio de 
la situación mediante el reconocimiento a efectuar por las Unidades Médicas de Seguimiento de las que 
disponga, propias o dependientes de otras Entidades Gestoras de la Seguridad Social y Servicios Públicos de Salud 
con los que la Mutualidad establezca acuerdos de colaboración. 

5. Los reconocimientos médicos mencionados en el apartado anterior serán potestativos, pero sus resultados 
vincularán para la concesión o denegación de las licencias y sus sucesivas prórrogas. Reglamentariamente se 
determinarán las situaciones, períodos y formas en los que se llevarán a cabo los seguimientos de los distintos 
procesos patológicos, salvaguardando, en todo caso, el derecho a la intimidad y la dignidad de la persona y la 
autonomía del paciente, así como a la confidencialidad de las informaciones referentes a su estado de salud 
sanitario, según lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal. 

Artículo 20. Duración y extinción. 

1. La duración y extinción de la situación de incapacidad temporal serán las previstas para el Régimen General 
de la Seguridad Social con las particularidades que se establecen en los apartados siguientes. 

2. La duración de la primera y sucesivas licencias será del tiempo previsiblemente necesario para la curación. 
Reglamentariamente se determinarán los plazos para la presentación de los partes o informes médicos que 
acrediten la necesidad de mantener la licencia. A efectos de cómputo de plazos, se considerará que existe nuevo 
proceso patológico cuando las enfermedades que padezca el funcionario sean diferentes o no tengan relación 
directa con las del proceso anterior y, en todo caso, cuando se hayan interrumpido las licencias durante un 
periodo mínimo de 6 meses. 

3. En cualquier momento en que se prevea que la enfermedad o lesión por accidente impedirá definitivamente 
el desempeño de las funciones públicas, el órgano de jubilación competente iniciará, de oficio o a instancia del 
interesado, el procedimiento de jubilación por incapacidad permanente para el servicio. Reglamentariamente se 
establecerán los mecanismos necesarios para coordinar las actuaciones entre la Mutualidad, las Unidades 
Médicas de Seguimiento o de Valoración de la Incapacidad Permanente y las del órgano de jubilación. 

4. Cuando la situación de incapacidad temporal se extinga por el transcurso del plazo máximo establecido en el 
Régimen General de la Seguridad Social, se procederá al examen de la situación de incapacidad temporal del 
funcionario en los mismos términos y plazos establecidos en este Régimen y por parte del correspondiente 
equipo o unidad de valoración de incapacidades permanentes a la que la Mutualidad General de Funcionarios 
Civiles del Estado haya encomendado esta función o que resulte procedente de acuerdo con el Cuerpo o Escala 
del funcionario. 



RDl 4/2000 de la Ley sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado 

 

7 

Este examen determinará si el estado de incapacitación del funcionario dará lugar a su calificación de 
incapacitado con carácter permanente para las funciones propias de su Cuerpo o Escala y a la consiguiente 
declaración de jubilación por incapacidad permanente para el servicio. 

En aquellos casos en los que se dictamine que, continuando la necesidad de tratamiento médico por la 
expectativa de recuperación o la mejora del estado del funcionario con vistas a su reincorporación al servicio, la 
situación clínica del interesado hiciera aconsejable demorar la citada calificación, ésta podrá retrasarse por el 
período preciso, que, en ningún caso, podrá rebasar el tiempo máximo de duración desde la fecha en que se 
haya iniciado la situación de incapacidad temporal, según lo establecido en el Régimen General. En este período 
se prorrogarán los efectos de la situación de incapacidad temporal. 

Artículo 21. Prestación económica. 

1.  La prestación económica en la situación de incapacidad temporal consistirá: 

a) (Derogado) 

b) Desde el cuarto mes percibirá las retribuciones básicas, la prestación por hijo a cargo, en su caso, y un subsidio 
por incapacidad temporal a cargo de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, cuya cuantía, fija 
e invariable mientras dure la incapacidad, será la mayor de las dos cantidades siguientes: 

1.ª El 80 por ciento de las retribuciones básicas (sueldo, trienios y grado, en su caso), incrementadas en la sexta 
parte de una paga extraordinaria, correspondientes al tercer mes de licencia. 

2.ª El 75 por ciento de las retribuciones complementarias devengadas en el tercer mes de licencia. 

2. A efectos de lo establecido en este artículo, los sueldos, trienios, pagas extraordinarias y las retribuciones 
complementarias, se abonarán con cargo a los mismos conceptos presupuestarios por los que se venían 
percibiendo. 

3. En ningún caso la suma resultante de las cantidades a cargo del órgano para el que presta sus funciones el 
mutualista y la del subsidio podrá exceder del importe de las percepciones que el funcionario tuviera en el tercer 
mes de licencia. 

4. La Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado podrá encomendar al órgano para el que preste 
servicio el funcionario la gestión del pago del subsidio por incapacidad temporal al que tenga derecho, sin 
detrimento de las capacidades de control y seguimiento establecidas en el artículo 19. 

5. El derecho al subsidio económico por incapacidad temporal, cualquiera que sea la situación que haya dado 
lugar al mismo, se entenderá, en todo caso, extinguido por el transcurso del plazo máximo de duración, incluido 
el de prórroga de efectos, desde la fecha en que se haya iniciado la situación de incapacidad temporal establecido 
en el Régimen General. 

Artículo 22. Situación de riesgo durante el embarazo o riesgo durante la lactancia natural. 

1. Las situaciones de riesgo durante el embarazo o durante la lactancia natural de hijos menores de 9 meses 
tendrán la misma consideración que la situación de incapacidad temporal derivada de enfermedad profesional, 
por lo que no requerirán de periodo de carencia y sus contenidos asistenciales serán los previstos para esta 
situación. 

2. La concesión de las licencias por riesgo durante el embarazo o durante la lactancia natural y sus posibles 
prórrogas corresponderá a los órganos administrativos con competencia en materias de gestión de personal. 

3. Reglamentariamente se establecerá la forma y contenidos de la evaluación médica del riesgo para la salud de 
la madre, hija o hijo, y de la acreditación de que este riesgo deriva de las funciones habituales del puesto de 
trabajo, así como que el riesgo no es evitable mediante la modificación temporal de funciones o puesto o el 
traslado provisional de la funcionaria a otro puesto de trabajo, de conformidad con lo establecido en el artículo 
26 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 

4. En las situaciones a que se refiere este artículo, los derechos económicos en toda la duración de la licencia 
serán los establecidos en el artículo 21 precedente con la particularidad de que la prestación económica 
equivalente al subsidio por incapacidad temporal consistirá en un subsidio a cargo de la Mutualidad General de 
Funcionarios Civiles del Estado en cuantía igual al 100 por ciento de las retribuciones complementarias 
devengadas en el tercer mes de licencia. 
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Sección 3.ª Incapacidad permanente 

Artículo 23. Concepto y grados de la incapacidad permanente. 

1. Es incapacidad permanente la situación del funcionario que, después de haber estado sometido al tratamiento 
prescrito y de haber sido dado de alta médicamente, presenta reducciones anatómicas o funcionales graves que 
disminuyan o anulen su capacidad para el servicio. No obstará a tal calificación la posibilidad de recuperación de 
la capacidad de trabajo del incapacitado, si dicha posibilidad se estima médicamente como incierta o a largo 
plazo. La incapacidad permanente habrá de derivarse, cualquiera que sea su causa, de la situación de incapacidad 
temporal. 

2. La incapacidad permanente se clasifica con arreglo a los siguientes grados: 

a) Incapacidad permanente parcial para la función habitual: es la que, sin alcanzar el grado de total, 
produce al funcionario una limitación para el desempeño de las funciones de su Cuerpo, Escala o plaza. 

b) La incapacidad permanente total para la función habitual: es la que inhabilita al funcionario para la 
realización de todas o de las fundamentales funciones de su Cuerpo, Escala o plaza. 

c) Incapacidad permanente absoluta para todo trabajo: es la que inhabilita por completo al funcionario 
para toda profesión u oficio. 

d) Gran invalidez: es la situación del funcionario afecto de incapacidad permanente absoluta que, como 
consecuencia de pérdidas anatómicas o funcionales, necesita de la asistencia de otra persona para 
realizar los actos más elementales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos. 

3. Se entiende por función habitual del funcionario, la desempeñada por éste al tiempo de sufrir el accidente 
común o en acto de servicio o como consecuencia de él, o la que viniera realizando en caso de enfermedad 
durante el período de tiempo anterior a la incapacidad, que se determina en el Reglamento General del 
Mutualismo Administrativo. 

Artículo 24. Efectos de la incapacidad permanente parcial. 

El funcionario incapacitado permanente parcial percibirá la totalidad de los haberes que correspondan al puesto 
de trabajo que efectivamente desempeñe. No obstante, y en los supuestos que señale el Reglamento General 
del Mutualismo Administrativo, deberá sujetarse a los procesos de rehabilitación. 

Artículo 25. Efectos de la incapacidad permanente total y absoluta. 

1. La incapacidad permanente total y la incapacidad permanente absoluta darán lugar a la jubilación del 
funcionario de acuerdo con la legislación en vigor. 

2. En el supuesto de que exista posibilidad razonable de recuperación, el funcionario incapacitado tendrá 
asimismo derecho a recibir prestaciones recuperadoras a cargo de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles 
del Estado. 

Artículo 26. Efectos de la gran invalidez. 

La gran invalidez originará la jubilación del funcionario y dará derecho a una cantidad mensual equivalente al 50 
por 100 de la pensión de jubilación que le corresponda con arreglo al Régimen de Clases Pasivas, destinada a 
remunerar a la persona encargada de su asistencia. 

Sección 4.ª Protección a la familia 

Artículo 29. Prestaciones económicas. 

1. Las prestaciones económicas de protección a la familia serán de pago periódico y de pago único. Las primeras 
corresponden a las prestaciones familiares por hijo a cargo y las segundas a ayudas económicas en los casos de 
parto múltiple y por nacimiento de hijo. 

2. Las prestaciones de protección a la familia establecidas en la presente Ley son incompatibles con cualesquiera 
otras análogas fijadas en los restantes regímenes del Sistema de la Seguridad Social. 

3. La prestación por hijo a cargo menor de dieciocho años no minusválido se regirá por lo dispuesto en el capítulo 
IX del Título II del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y la prestación por nacimiento de hijo 
se regirá por lo dispuesto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 1/2000, de 14 de enero. Su gestión corresponde a 
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las unidades y órganos administrativos que tenían encomendada la de las extinguidas prestaciones de ayuda 
familiar, sin perjuicio de que, cuando el beneficiario tenga la condición de pensionista, la consignación y abono 
de las prestaciones reconocidas se efectúen por los servicios correspondientes de Clases Pasivas del Ministerio 
de Hacienda. 

4. Las prestaciones por hijo a cargo minusválido, cuya gestión corresponde a la Mutualidad General de 
Funcionarios Civiles del Estado, se regirán, igualmente, por lo dispuesto en el capítulo IX del Título II del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 

5. El subsidio especial por maternidad en el supuesto de parto múltiple tendrá el mismo contenido que en el 
Régimen general de la Seguridad Social. 

6. La prestación económica de pago único por parto múltiple compatible con el subsidio especial a que se refiere 
el apartado 5, se regirá por lo dispuesto en el artículo 3 del Real Decreto-ley 1/2000, 14 de enero, con las 
salvedades propias de este Régimen especial. 

Sección 5.ª Servicios sociales y asistencia social 

Artículo 30. Servicios sociales. 

1. La acción protectora de este Régimen especial podrá incluir los servicios sociales del Sistema de la Seguridad 
Social, siempre que las contingencias que atiendan no estén cubiertas por otras prestaciones. 

2. La incorporación de los servicios sociales a que se refiere el apartado anterior se determinará por Orden del 
Ministro de Administraciones Públicas, previo informe del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, en la que se 
regulará su alcance y régimen financiero. 

Artículo 31. Asistencia social. 

1. La Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado dispensará los servicios y auxilios económicos que, 
en atención a estados y situaciones de necesidad, se consideren precisos. 

2. Dichos servicios y auxilios económicos tendrán como límite los créditos que a tal fin se consignen en el 
presupuesto de gastos de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, y su concesión no podrá 
comprometer recursos del ejercicio siguiente a aquel en que la misma tenga lugar. 

3. Las ayudas asistenciales comprenderán, entre otras, las que se dispensen por tratamiento o intervenciones 
especiales, en casos de carácter excepcional, por un determinado facultativo ; las determinadas por inexistencia, 
pérdida o insuficiencia de prestaciones en supuestos concretos ; las debidas a gastos de carácter urgente en 
casos de importancia extraordinaria debidamente justificados, y, en general, cualesquiera otras análogas cuya 
percepción no haya sido regulada en las normas aplicables a este Régimen especial. 

4. Las prestaciones asistenciales aludidas en el apartado anterior son independientes de las previstas en el 
apartado 1 del artículo 67 del texto refundido de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado. 

Artículo 32. Beneficiarios. 

Podrán acogerse a las prestaciones reguladas en esta sección 5.a, siempre que reúnan las condiciones en cada 
supuesto exigidas, todos los mutualistas, así como los beneficiarios que se determinen reglamentariamente para 
cada una de las prestaciones. 


